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El instituto de los Seguros Sociales ha impugnado la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día veintiocho (28) de diciembre de 2004, a propósito de la acción interpuesta por la señora DORA NANCY MORALES JIMÉNEZ. Por tal razón, mediante el presente proveído acude la Sala desatar la controversia.  

1.- SOLICITUD 

Narró la accionante, que su hijo JACOB CRUZ MORALES, de tres años de edad, padece una disminución visual en ambos ojos calificada como hipermetropía,  por lo que requiere unos “lentes sensibles que cambian con el sol”. Si esto no ocurre, el problema empeoraría. 

Alegó que en su hogar sólo reciben el salario mínimo, dinero que escasamente alcanza para lo básico. Por estas razones acudió a la judicatura en busca del amparo necesario.   
2.- SENTENCIA 

Recalcó el a quo que no puede el Instituto de los Seguros Sociales imponer una norma legal o administrativa sobre una constitucional. Negar los lentes solicitados incide de manera directa en los derechos a la salud y a la vida digna, más aún cuando se trata de un menor de edad (citó el contenido de las sentencias T-640 de 1997 y T-645 de 1998).   

En ese orden, concedió el amparo y concedió un término de cinco (5) días para el suministro de los lentes respectivos y de los demás tratamientos que fueren ordenados. 

Concedió la facultad de recobro ante el Fosyga. 

3.- IMPUGNACIÓN

Alega que los plazos concedidos son demasiado cortos y recuerda que nadie está obligado a lo imposible. Como los lentes deben ser elaborados por una entidad externa, se debe tener presente el término de los trámites contractuales y lo que demora la elaboración de los lentes ordenados. 

4.- SE CONSIDERA
Esta colegiatura es competente para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

De acuerdo con la jurisprudencia, la acción de tutela procede para amparar derechos constitucionales que no son fundamentales, cuando su protección sea necesaria para auxiliar, de manera indirecta, un derecho con carácter fundamental. Por eso la doctrina ha elaborado diferentes criterios para determinar si un derecho constitucional es fundamental o no y, además, si un derecho no fundamental es amparable por vía de tutela, circunstancia esta última en la cual se habla de derechos fundamentales por conexidad o asimilables a los fundamentales, en cuanto a identidad de mecanismos de protección. El presente caso se enmarca dentro de esa excepcional circunstancia.

Aclarado aquello, entiende la Sala que los trámites contractuales han originado la demora en la atención del menor JACOB CRUZ MORALES, quien, valga recordar, es un niño de escasa edad y que proviene de un hogar con ingresos limitados (presunción que no fue desvirtuada). Estas particularidades, a todas luces, llevarían a deducir sin temor de duda que el suministro de los lentes debe ser inmediato, sin que pudieran existir más justificaciones baladíes. 

Empero, encuentra la Sala que el término fijado en primera instancia en verdad es escaso, como quiera que se hace necesaria la elaboración especial de los lentes con las debidas especificaciones técnicas, trámite que requiere un tiempo prudencialmente amplio.

En ese orden, considera la Sala que le asiste razón al impugnante, no por el aspecto contractual -como ya se dijo-, sino por el logístico, cuando solicita modificación del plazo. Esta conclusión es viable porque, como se sabe, si bien los padecimientos del menor son serios, unos días más de espera no lo perturbarán de manera dramática.  

Se fijará entonces un plazo improrrogable de quince días para que se dé cumplimiento a la orden impartida por el señor Juez a quo.
5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por cuanto SE MODIFICA de la manera siguiente:  

SEGUNDO: SE FIJA un plazo improrrogable de quince (15) días para que el Instituto de los Seguros Sociales dé cumplimiento a la orden impartida por el a quo.
TERCERO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
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